El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
ACCIÓN POPULAR / POR PRESUNTA INVASIÓN DEL ANDÉN AL CONSTRUIR RAMPA PARA ACCESO DE PERSONAS EN CONDICIÓN DE DISCAPACIDAD / NO SE PROBÓ DICHA AFECTACIÓN / Y COMO LA RAMPA SE CONSTRUYÓ EN CUMPLIMIENTO DE UNA ORDEN JUDICIAL, DEBE ACUDIRSE AL RESPECTIVO INCIDENTE DE DESACATO.
Las acciones populares para la protección de intereses colectivos, fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrolló aquella norma y dispuso que tales acciones “(...) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible...”, y proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem). (…)
El problema jurídico sometido a consideración de esta Sala consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones, comoquiera que se halló acreditada la autorización de la entidad competente para la construcción de la rampa en espacio público y se verificó que no impide el uso del andén a los peatones que no se movilizan en silla de ruedas; o si, por el contrario, como sugiere el recurrente la entidad bancaria no puede invadir el espacio público para cumplir con su función con las personas con discapacidad y la rampa se debe construir del inmueble hacía adentro no sobre el espacio público. 

De entrada es preciso decir que el fallo será confirmado en todas sus partes, pues en realidad no se observa por parte de la Sala vulneración alguna de los derechos que invoca el accionante; es más, existe otro medio de defensa por el cual pudo atacar la inconformidad que aquí pone de presente con la construcción de la rampa. 

En efecto, se debe partir del hecho indiscutido de que la rampa fue construida en virtud de una acción popular que interpuso el ciudadano Javier Elías Arias Idárraga. Así quedó consignado en la sentencia de esta Sala del Tribunal, con ponencia de la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, de fecha 14 de julio de 2010…
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CONSIDERACIONES PRELIMINARES PARA LA SUSTENTACIÓN DE LOS INTERVINIENTES. 

Siendo las, 2:00 de la tarde del 18 de septiembre del año 2019, nos encontramos reunidos en la Sala de Audiencias de la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, con el fin de llevar a cabo la audiencia señalada en auto de fecha 11 de septiembre  del 2019, dentro de la acción popular con radicado 66682-31-03-001-2018-00113-01 promovida por Uner Augusto Becerra Largo contra el banco BBVA de Santa Rosa de Cabal.

La Sala de Decisión está integrada por los Magistrados Claudia María Arcila Ríos, Duberney Grisales Herrera y Jaime Alberto Saraza Naranjo, quien la preside.  
NOTA: ESTA SENTENCIA SE PROFIERE EN ACATO A LA ORDEN IMPARTIDA EN EL FALLO DE SEGUNDA INSTANCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA CON RADICADO STL 11562 DEL 14 DE AGOSTO DEL 2019.

HECHOS:

Expone el demandante que el andén del inmueble donde la entidad accionada presta sus servicios públicos fue modificado sin contar con la licencia de construcción o permiso del ente territorial “… cambiando lo que reguló el esquema territorial o el pot o pbot que existe en el municipio.”, lo que genera que se vulneren los artículos “1005, 2359 y 2360 CC, 1 inciso m, d, l, k entre otros que determine el juez, del artículo 4º de la ley 472 de 1998”.
PRETENSIONES

1. Que se ordene a la demandada “… que restituya a su estado normal  la acera o anden que modificó frente a donde presta el servicio al público…, sin contar con licencia o permiso del ente territorial…” 

2. Que se condene en costas. 

RESPUESTA DE LA DEMANDADA Y DEMÁS INTERVENCIONES 

1. La entidad encartada propuso las siguientes razones de defensa (i) no existen derechos vulnerados o amenazados, el actor popular no aporta ninguna prueba que permita determinar la forma en que se han violado los derechos invocados (f. 197 a 203, c. 1). 
Se opuso a lo pretendido. 

2.
La Secretaría de Planeación Municipal de Santa Rosa de Cabal, con fundamento en un concepto técnico del Subsecretario de Ordenamiento Territorial, negó que la ocupación del espacio público con la rampa construida por la entidad financiera sea arbitraria, pues obedece a una adecuación posterior; por ello se opuso a lo pretendido y formuló, como razones para la defensa, la inexistencia de vulneración, daño o amenaza actual contra los derechos colectivos (f. 36 a 41, c. 1).
SENTENCIA:

El Juzgado de primer grado negó las pretensiones con el argumento de que “La entidad contó con autorización de la autoridad municipal correspondiente, Secretaría de Planeación Municipal quien al encontrar justificada la construcción autorizó que esta se efectuara en espacio público”. Además, “En la inspección judicial se constató que la rampa no impide el uso del andén a los peatones que no se movilizan en silla de ruedas, por el contrario, existe un amplio espacio a lado y lado de la rampa de 1.97 y 1.93 metros, por donde hay libre circulación” (fl. 270). 

APELACIÓN

Apeló el demandante quien, en esencia, indicó que el particular no puede indefinidamente valerse del espacio ppúblico para cumplir su función deber, y en este caso la rampa se debe construir del inmueble hacía adentro y no sobre espacio público. 
CONSIDERACIONES
Las acciones populares para la protección de intereses colectivos, fueron elevadas a rango constitucional en 1991, como se lee en el artículo 88 de la Carta Política; su regulación le fue deferida al legislador y éste, en ejercicio de esa facultad, expidió la Ley 472 de 1998, en la que desarrolló aquella norma y dispuso que tales acciones “(...) se ejercen para evitar el daño contingente, hacer cesar el peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los derechos e intereses colectivos, o restituir las cosas a su estado anterior cuando fuere posible...”, y proceden contra la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares que hayan violado o amenacen violar aquellos derechos (art. 9, ibídem). 
Sea lo primero decir que la legitimación de las partes en este asunto no se remite a duda, porque el demandante la tiene en virtud de lo dispuesto por el numeral 1° del artículo 12 de la citada ley, y la entidad demandada, ya que tiene abierto el establecimiento financiero respecto del cual se afirma que causa el agravio común, lo que no se ha discutido.
De la demanda puede inferirse que lo que se pretende es la preservación del bien común al libre tránsito, en el sentido de que se restituya a su estado normal la acera o anden ubicado al frente de donde presta los servicios la entidad accionada, todo con fundamento en lo reglado por el literal m) del artículo 4° de la Ley 472 de 1998 que establece como de interés colectivo “La realización de las construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes”.
El problema jurídico sometido a consideración de esta Sala consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que negó las pretensiones, comoquiera que se halló acreditada la autorización de la entidad competente para la construcción de la rampa en espacio público y se verificó que no impide el uso del andén a los peatones que no se movilizan en silla de ruedas; o si, por el contrario, como sugiere el recurrente la entidad bancaria no puede invadir el espacio público para cumplir con su función con las personas con discapacidad y la rampa se debe construir del inmueble hacía adentro no sobre el espacio público. 
De entrada es preciso decir que el fallo será confirmado en todas sus partes, pues en realidad no se observa por parte de la Sala vulneración alguna de los derechos que invoca el accionante; es más, existe otro medio de defensa por el cual pudo atacar la inconformidad que aquí pone de presente con la construcción de la rampa. 

En efecto, se debe partir del hecho indiscutido de que la rampa fue construida en virtud de una acción popular que interpuso el ciudadano Javier Elías Arias Idárraga. Así quedó consignado en la sentencia de esta Sala del Tribunal, con ponencia de la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, de fecha 14 de julio de 2010 (fls. 243 a 252) en la que se decidió confirmar “… el numeral segundo de la sentencia impugnada, en cuanto negó las pretensiones de la demanda, aclarando que tal decisión se adopta por carencia actual de objeto (debido a que durante el transcurso de la acción constitucional se construyó)…” (fl. 251).

Y si así es, no queda asumo de duda que para su construcción se verificaron todos los permisos del caso con el fin de proteger los derechos colectivos que se invocaban en la acción constitucional. Mírese como en el mismo fallo se indicó:
“en la inspección judicial practicada en la etapa probatoria de este proceso, aportó el demandado los siguientes documentos:

· Copia de un escrito dirigido por el Gerente del Banco BBVA al secretario de Planeación Municipal de Santa Rosa de Cabal, de fecha 2 de diciembre de 2009, por medio del cual solicita autorización para la construcción de una rampa que facilite el acceso de las personas discapacitadas, con el fin de dar cumplimiento a la Ley 361 de 1997, durante el tiempo que esa entidad funcione en el Centro Comercial Los Andes.

· Copia de la autorización concedida por el Secretario de Planeación Municipal de Santa Rosa de Cabal, para construir rampa de acceso a discapacitados, durante el tiempo que en el local funcione la entidad bancaria, de fecha 22 de enero de 2010.

· Copia de un documento sobre pago de impuestos por construcción y el recibo de pago respectivo.

· Tres fotografías en las que se observa una rampa.” (fl. 250)
Y concluye la sentencia que:

“Demuestran esos documentos que fue con motivo de esta acción popular que se adelantaron las gestiones necesarias para obtener la autorización de las autoridades competentes para construir la rampa que ahora permite el ingreso de las personas con discapacidad, porque el permiso respectivo se solicitó después de formulada la acción y posteriormente se concedió.” (fl. 250)

Es más, en este proceso existe una certificación del “Secretario Jurídico, con funciones de Secretario Técnico del Comité de Conciliación y Defensa Judicial del Municipio de Santa Rosa de Cabal”, en la que señala:
… si bien es cierto que el  BBVA construyó una rampa en los términos indicados en la demanda, ella no solo tuvo como propósito adecuar la edificación a una norma de tipo técnico legal que ordena que en todas las edificaciones públicas se garantice la accesibilidad para las personas discapacitadas, sino porque dicha construcción no afecta el espacio público como garantía de movilidad.
Como se indicó en el concepto técnico emitido por el subsecretario de ordenamiento territorial del municipio de Santa Rosa de Cabal, “la edificación donde actualmente se encuentra ubicado el BBVA, carrera 15 con calle 13 esquina, fue construida antes de la entrada en vigencia del actual plan básico de ordenamiento territorial (PBOT) del municipio de Santa Rosa de Cabal, Acuerdo 028 del año 2000, que la norma técnica Colombia NTC 4279, accesibilidad de las personas al medio físico, edificios, espacios urbanos y rurales vías de circulación peatonales horizontales, entró a regir a partir de (2005-02-23); por tal motivo, el banco BBVA, para dar cumplimiento a la norma NTC4279 y prestar un servicio eficaz a la comunidad, construyó una rampa de acceso en la vía de espacio público; esta debió ser construida en ese sitio por dos motivos: (1) Cumplir la normatividad de la NTC4279, numeral 4.1 “4.1. Dimensiones: Las vías de circulación peatonales horizontales deberán tener un ancho mínimo libre de obstáculos de 1.20 m”, (2) Si se construía dentro del espacio del edificio, implicaba romper la placa de piso y la viga de amarre fundamental que actualmente hace parte de la estructura portante principal de la edificación y la separa del parqueadero del primer piso.” (fl. 209-210)
Todo lo cual da a entender que la rampa fue construida con todas las autorizaciones legales, los permisos respectivos y bajo el imperio y el amparo de una acción constitucional, con lo que se concluye que en ningún momento se violentó un derecho colectivo, ni se trasgredió el POT del Municipio de Santa Rosa de Cabal, como lo denuncia el actor popular.
Es más, toda la obra estuvo ajustada a la reglamentación legal que se requiere para que los transeúntes circulen sin ningún peligro. Así se dejó consignado en la inspección judicial que se realizó al sitio (fl. 258), donde quedó detallado que, a pesar de la rampa que existe para el acceso a las personas con discapacidad, el espacio que tiene el andén está ajustado a la normativa vigente (NTC4279, numeral 4.1 “4.1. Dimensiones: Las vías de circulación peatonales horizontales deberán tener un ancho mínimo libre de obstáculos de 1.20 m”), pues según las mediciones que se realizaron, existe un espacio más que suficiente para la libre circulación de los transeúntes (1,97 metros, CD fl. 258 1:43), o sea, la rampa no obstaculiza el espacio público que tienen las personas para transitar por la acera sin peligro alguno.
Y si esto pareciera insuficiente, se debe dejar claro que en este caso si el accionante consideraba que la rampa construida no estaba acorde con los parámetros legales, perfectamente pudo acudir como mecanismo primario al incidente de desacato regulado en el artículo 41
 de la Ley 472 de 1998, siendo ese el escenario para debatir el incumplimiento de la orden dada en la acción popular y no impetrar, como aquí lo hace, una nueva acción con ese fin.
Al respecto, la Corte Constitucional ha dejado claro que:

“Tanto el juez de la acción popular como el de la acción de tutela puedan valerse de sus poderes disciplinarios para presionar el cumplimiento de sus decisiones, en el marco del incidente de desacato. Como se indicó antes, el incidente es en esencia un procedimiento disciplinario que indaga sobre la responsabilidad subjetiva de la autoridad conminada a materializar el amparo y que, por esa vía, aspira a incidir en el restablecimiento del derecho trasgredido. Por eso, el incidente de desacato de un fallo de acción popular resulta idóneo para que el juez, investido de la competencia que le atribuyó la Ley 472 de 1998, verifique el cumplimiento de su decisión y aplique los remedios judiciales que considere apropiados para asegurar que sus órdenes sean cabal y oportunamente satisfechas. Con ese fin, puede requerir a los responsables del cumplimiento, solicitarles informes de su gestión y reclamar la intervención de los organismos de control.”

Como corolario de todo lo anterior, podemos concluir que i) la construcción de la rampa por parte del banco BBVA sucursal Santa Rosa de Cabal, se encuentra acorde con las normas legales, tanto así que para su realización se expidieron todas las autorizaciones por parte de las entidades municipales encargadas de ello; ii) tal  obra no obstaculiza el paso peatonal de los transeúntes por el andén, que cuentan con espacio suficiente para su libre circulación; iii) el actor contaba con otro medio de defensa directo (incidente de desacato a fallo de acción popular) para atacar la inconformidad que aquí pone de presente respecto al cumplimiento de la orden judicial en la acción popular.
Así las cosas, se procederá a confirmar el fallo de primer grado que negó las pretensiones de la demanda constitucional, sin lugar a condena en costas, por preverlo así el artículo 38 de la Ley 472 de 1998.
DECISIÓN
En armonía con lo expuesto, la Sala Civil –Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia del 28 de febrero de 2019, proferida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en esta acción popular que contra el Banco BBVA Colombia promovió Uner Augusto Becerra Largo.
Sin costas
Esta decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA
� “La persona que incumpliere una orden judicial proferida por la autoridad competente en los procesos que se adelanten por acciones populares, incurrirá en multa hasta de cincuenta (50) salarios mínimos mensuales con destino al Fondo para la Defensa de los Derechos e Intereses Colectivos, conmutables en arresto hasta de seis (6) meses, sin perjuicio de las sanciones penales a que hubiere lugar.


La sanción será impuesta por la misma autoridad que profirió la orden judicial, mediante trámite incidental y será consultada al superior jerárquico, quien decidirá en el término de tres (3) días si debe revocarse o no la sanción. La consulta se hará en efecto devolutivo.”


� H. Corte Constitucional. Sentencia T/254 de 2014. MP Luis Ernesto Vargas Silva.





